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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
BUEN NOMBRE / INTERVENCIÓN COMO APODERADO EN UN PROCESO PENAL / PRINCIPIOS DE SUBSIDIARIEDAD E INMEDIATEZ / EL ACCIONANTE NO INTERPUSO LOS RECURSOS DE LEY CONTRA LAS DECISIONES QUE AHORA IMPUGNA.
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley…
De conformidad con lo anterior, debemos recordar que tanto la Constitución, como el Decreto reglamentario de la acción de tutela, coinciden en afirmar que dicho mecanismo judicial solo es procedente ante la ausencia de otras alternativas de defensa al alcance de quien la invoca, y que además, antes de acudir a su reclamo, necesariamente se deben agotar los mecanismos ordinarios dispuestos para el fin perseguido; con ello se sobreentiende que la acción de amparo está revestida de un carácter subsidiario o residual que solo admite excepciones cuando se logra demostrar que, pese a la existencia de esas otras vías de resolución del asunto en conflicto, aquellas no serían idóneas o eficaces, y/o que quien la invoca estaría frente al inminente riesgo de sufrir un perjuicio irremediable que solo podría impedirse con la intervención del Juez constitucional, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. (…)
… el actor no cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela específicamente porque la información que obra en el Dosier, deja entrever que en contra de las decisiones por medio de las cuales los Jueces lo apartaron de su rol de abogado defensor al interior de dos actuaciones penales diferentes, el señor Quintero Laserna en momento alguno interpuso los recursos de ley que en contra de los mismos procedían, sino todo lo contrario, en las etapas procesales oportunas, según se pudo escuchar en los registros de audiencia aportados a esta actuación, el libelista acolitó ese tipo de decisiones que en su momento tomaron los Juzgados…
De igual modo, considera la Sala que en este caso no está acreditado el requisito de inmediatez, pues el actor, además de haberse cruzado de brazos en las etapas procesales oportunas, acude a la acción de amparo más de 6 meses después de la ocurrencia de los hechos, lo cual desvirtúa la urgencia y la necesidad de zanjar ese tipo de asuntos a través de este mecanismo expedito…
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, en contra del JUZGADO 5º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, y otros, por la vulneración de su derecho fundamental al acceso al buen nombre, honra, reputación profesional, entre otros.

ANTECEDENTES:

De lo narrado por el actor, se tienen como relevantes los siguientes: 

El día 14 de marzo del año 2019 se llevaron a cabo ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, unas audiencias preliminares relacionadas con una investigación adelantada en contra del joven Sebastián Quintero Monsalve, hijo del aquí accionante. 

En esa oportunidad, el señor Quintero Laserna quiso fungir como apoderado de confianza de su hijo, dado que es un profesional del derecho titulado y capacitado, de tal modo que pretendió darle a conocer a la judicatura que en contra de aquel no podía haberse proferido la orden de captura que originó esas audiencias, dado que él es un inimputable (discapacitado mental), información que se encontraba en condiciones de demostrar para así controvertir la legalidad de la captura, como así procuró hacerlo. 

A pesar de lo anterior, a la titular de ese Juzgado “no le gustó” su argumentación, y procedió de manera grosera a afirmar y prejuzgar que él como abogado no era capaz de defender a su hijo por no manejar “la técnica”, ejerciendo en él una presión ilícita al ver que estaba quedando en entredicho la legalidad de la orden de captura, por tal razón, y pensando únicamente en que su hijo no tuviera que pasar una noche más privado de su libertad, decidió darle aprobación a la legalidad de la captura. 

Posteriormente el señor Quintero Laserna fue relevado de su rol de defensor, porque en criterio de la Togada se estaban violando las garantías del procesado, sin embargo omitió que con dicha determinación estaba incurriendo en una violación de sus derechos, máxime cuando dicha funcionaria no tenía potestad para exigir más requisitos que los expresamente señalados en la ley.
Sostuvo el actor que en ese momento no se le permitió ejercer recursos en contra de la decisión adoptada por la Juez, dado que el mismo no estaba relacionado con la libertad de su hijo. 
Al día siguiente, una delegada de la Defensoría asistió a su hijo en las audiencias restantes, oportunidad en que la Jueza acogió lo dicho por esa Profesional del derecho en el mismo sentido y con la misma simplicidad que él lo hizo al afirmar que Sebastián Quintero es un discapacitado mental, de allí que se le otorgara libertad inmediata.

Ese mismo día, 15 de marzo de 2019, el señor Jhon Fredy Quintero Laserna fue contactado por la madre de un detenido, Andrés Felipe Mejía Salazar, en contra de quien se seguirían unas audiencias preliminares; suscribiendo el respectivo contrato de prestación de servicios; posteriormente le explicó a dicho ciudadano todo el procedimiento y le sugirió que al tener antecedentes penales por el mismo delito, la mejor alternativa era la de allanarse a los cargos. 
A pesar de lo anterior, las audiencias se llevaron a cabo ante el mismo Juzgado Quinto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, y aun habiéndose firmado las actas en que los capturados decidían aceptar los cargos, la Titular del Despacho decidió una vez más relevarlo de su rol. 
Con ello, el actor considera vulnerado su derecho al trabajo y al mínimo vital, pues perdió ese contrato y perdió la oportunidad de realizar varios trabajos en la ciudad de Armenia; a lo que agregó que al salir del recinto fue increpado por la familia del procesado y por este último, quienes afirmaron que él los había engañado. 
El 6 de junio de 2019 se llevaría a cabo ante el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, audiencia de formulación de acusación en contra de Sebastián Quintero Monsalve, en esa ocasión el Fiscal indagó si él era capaz de defender a su hijo, posteriormente el Juez llamó a su oficina al fiscal, a la representante de la víctima y a él como Defensa, afirmando que él pensaba, por lo acontecido durante las audiencias preliminares, que él no tenía la idoneidad para realizar adecuadamente la defensa técnica de Sebastián. Acto seguido, empezó a preguntarle sobre derecho penal, constriñéndolo y asegurándole que el Fiscal del caso era muy bueno para acusar, imponiéndole nuevamente requisitos ilícitos e ilegales y humillándolo. Posteriormente fue relevado nuevamente del caso. 
Considera el actor que ha sido “REPRIMIDO”, “VETADO” y “COHIBIDO” sin causa legal, por parte de los funcionarios demandados.
PRETENSIONES:

Acorde con los hechos narrados en precedencia, el actor elevó las siguientes pretensiones:

“Solicito al señor JUEZ DE TUTELA disponer y ordenar a las partes accionadas y a favor del suscrito la PROTECCION de mis derechos fundamentales a la DIGNIDAD HUMANA, principio basilar de la Carta Magna DE 1991, mi derecho al BUEN NOMBRE, mi derecho a LA HONRA, derecho a la BUENA REPUTACIÓN PROFESIONAL, derecho a la IGUALDAD, derecho fundamental al TRABAJO, derecho al MÍNIMO VITAL en conexidad con el derecho A LA VIDA, propio y de mi INTERDICTO hijo, derecho al DEBIDO PROCESO, derecho de ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, derecho a la AUTOMIA PERSONAL, derecho a no ser tratado en forma CRUEL, DEGRADANTE e INHUMANA, derecho a no ser DESCALIFICADO EN MI PROFESIÓN, conculcados de forma infame con el ACTUAR ABUSIVO Y GROSERO de los servidores públicos del JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO, del JUZGADO QUINTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTÍAS, de la FISCALÍA 16, de la FISCALÍA 22 y de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN.

2. Que se CONMINE a los accionados a que en adelante se ABSTENGAN de cometer tantas y tan abusivas decisiones, conculcando derechos fundamentales en detrimento del constituyente primario.

3. Que se compulse copias a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN para que se investigue y se determine si los accionados INCURRIERON O NO en una posible conducta penal por ABUSO DE AUTORIDAD y EXTRALIMITACIÓN EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES.

4. Que se compulse copias al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA para que se investigue y se determine por parte de la SALA DISCIPLINARIA si los accionados INCURRIERON O NO en conducta disciplinaria.”
TRÁMITE PROCESAL:

El Despacho ponente admitió la acción mediante auto del 18 de diciembre de 2019, fecha en la que se ordenó correr traslado a los accionados para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción, y allegaran copia de los registros de audiencia aludidos por el accionante. 
INTERVENCIONES:

Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

· La FISCALÍA 22 SECCIONAL DE PEREIRA: expuso que en el desarrollo del proceso adelantado en contra de Sebastián Quintero Monsalve, tuvo la oportunidad de hablar con el abogado y papá de este último, Jhon Fredy Quintero Laserna, quien manifestó su inconformidad con que se estuviera procesando a su hijo si él era inimputable, a lo que él le respondió indagando si este litigaba en derecho penal, respondió que es abogado. 
Más adelante, antes de instalarse la audiencia, el Juez llamó a las partes, y a puerta cerrada le hizo unas preguntas al señor Quintero, de allí, el señor Juez quiso hacerle ver la necesidad de que su hijo contara con una defensa técnica, por lo que el aquí accionante asintió que se gestionara con la defensoría del pueblo un abogado para su hijo.  

Considera entonces que no existió vulneración a los derechos fundamentales reclamados. 

· La FISCALÍA 16 SECCIONAL DE PEREIRA, por su parte, relató que el 14 de marzo de 2019 se iniciaron las audiencias preliminares ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de la ciudad de Pereira, dentro de la investigación penal adelantada en contra de Sebastián Quintero Monsalve.
Narró que en la audiencia de formulación de imputación, se presentó como defensor del imputado su padre, el hoy accionante Dr. Quintero Laserna, quien fue requerido por la Juez para que expresara su experiencia en el campo penal, a lo que reconoció que no tenía, pues era evidente que sus argumentos no correspondían con el tema tratado.

Sostuvo que no se pueden considerar vulnerados los derechos reclamados, máxime cuando la Togada trató de explicarle varias veces la situación, motivada por la responsabilidad que tenía de brindarle todas las garantías al capturado; también expuso que la Juez “se sobró” en los buenos y delicados tratos para abordar el asunto, y que en ningún momento la Jueza, ni el Procurador, ni ese Delegado de la Fiscalía atentaron contra el buen nombre del abogado Quintero Laserna, quien además agradeció a los presentes una vez concluidas las audiencias. 

Explicó, entre otras cosas, que el derecho al debido proceso fue lo que motivó a la Jueza, con apoyo de todos los presentes, para solicitarle que permitiera que otro abogado defendiera a su hijo, precisamente porque el asunto a tratar era especializado en penal no en derecho civil o en las otras ramas del derecho en que sea de amplia experiencia y conocimiento del tutelante.

· EL JUZGADO 5º PENAL MUNICIPAL DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA: remitió copia de los registros de audiencia donde consta lo sucedido en las actuaciones demandadas por el accionante. 
· EL JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: Señaló que efectivamente realizó la reunión mencionada por el libelista, de lo cual se dejó constancia en el acta de la audiencia fallida de formulación de acusación, expuso que dicho encuentro se realizó en su oficina el 6 de junio de 2019, en la que se estimó más conveniente que la representación del imputado la hiciera un abogado con experiencia en el derecho penal y que dominara las técnicas del juicio oral, porque en esa reunión el actor presentó argumentos que nada tenían que ver con la fase procesal que se estaba ventilando; en especial, se le explicó varias veces que en relación con la supuesta falta de responsabilidad de su hijo, dicho asunto debía ser definido en la sentencia, y que en caso de declararse la inimputabilidad de su hijo, ello no podía significar imposibilidad de continuar, pues de todas maneras se tenía que adelantar el proceso penal.

Aclaró que el señor Jhon Fredy estuvo de acuerdo con lo decidido, pues de no haber sido así, hubiera podido zanjar esa situación dentro del proceso interponiendo recursos o pidiendo la nulidad de lo actuado. 
Explicó que su intención como Juez fue la de garantizar el debido proceso del imputado, especialmente en sus componentes de contradicción y defensa técnica. 

Más adelante señaló que en este caso no se cumplen los presupuestos de procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales.

Así mismo, argumentó que el escrito de tutela pone en evidencia la confusión que en materia penal tiene el abogado, pues considera que la situación de discapacidad mental de su hijo era una circunstancia que impedía que en su contra se librara orden de captura, que la duda razonable impide proceder igualmente el expedir ese tipo de órdenes, entre otros yerros. 
Mencionó que prefirió dilucidar el tema de la idoneidad del padre del joven lejos del público y en la privacidad de su Despacho, con la participación de los demás intervinientes, con el ánimo de salvaguardar sus derechos al buen nombre y a su dignidad.

Pidió en consecuencia que se declare la improcedencia de la presente acción. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si alguno de los Funcionarios demandados ha quebrantado las garantías fundamentales invocadas por parte del accionante Jhon Fredy Quintero Laserna, de manera que deba conjurarse el menoscabo en sus derechos a través de las órdenes a que haya lugar para tal fin.   

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Antes de entrar a hacer cualquier tipo de pronunciamiento respecto del problema jurídico que originó el presente asunto, deberá examinar esta Corporación si en él se cumplieron a cabalidad las reglas de procedencia de la acción de tutela; en otras palabras, lo primero que ha de comprobarse es si el análisis de fondo frente a los pedimentos de la accionante es o no posible, y sólo de ser afirmativa la respuesta a tal interrogante, se analizará si la vulneración alegada existió o no, y es que la informalidad que caracteriza al mecanismo constitucional de amparo, no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunas exigencias mínimas que deben ser evaluados por el Juez constitucional antes de imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. 

De conformidad con lo anterior, debemos recordar que tanto la Constitución, como el Decreto reglamentario de la acción de tutela, coinciden en afirmar que dicho mecanismo judicial solo es procedente ante la ausencia de otras alternativas de defensa al alcance de quien la invoca, y que además, antes de acudir a su reclamo, necesariamente se deben agotar los mecanismos ordinarios dispuestos para el fin perseguido; con ello se sobreentiende que la acción de amparo está revestida de un carácter subsidiario o residual que solo admite excepciones cuando se logra demostrar que, pese a la existencia de esas otras vías de resolución del asunto en conflicto, aquellas no serían idóneas o eficaces, y/o que quien la invoca estaría frente al inminente riesgo de sufrir un perjuicio irremediable que solo podría impedirse con la intervención del Juez constitucional, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria.
De igual manera, debe recordarse que la tutela no fue estatuida como un mecanismo paralelo de resolución de conflictos a elección del demandante, en otras palabras, es un trámite expedito, preferencial e informal que se circunscribe a la protección de los derechos fundamentales, siempre y cuando, se insiste, no exista otra alternativa de defensa, la vulneración alegada no sea atribuible a quien acude a la formulación de su reclamo, y obviamente, dicho quebrantamiento corresponda a hechos reales y no a meras suposiciones. Así mismo, señala la norma que la querella de amparo debe ser promovida, cuando no concomitante con los hechos trasgresores, por lo menos sí en un tiempo razonable. 

Acorde con lo que viene de verse, la Corporación anticipará que no acogerá los ruegos del accionante con la presente acción, pues surge con claridad que ella no cumplió con el requisito de subsidiariedad ni tampoco con el de la inmediatez:

Afirma la Colegiatura que el actor no cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela específicamente porque la información que obra en el Dosier, deja entrever que en contra de las decisiones por medio de las cuales los Jueces lo apartaron de su rol de abogado defensor al interior de dos actuaciones penales diferentes, el señor Quintero Laserna en momento alguno interpuso los recursos de ley que en contra de los mismos procedían, sino todo lo contrario, en las etapas procesales oportunas, según se pudo escuchar en los registros de audiencia aportados a esta actuación, el libelista acolitó ese tipo de decisiones que en su momento tomaron los Juzgados Quinto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías y Quinto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento; es más, reconoció que su nivel de experticia en materia penal no era el mejor, circunstancia que obviamente no podría ser avalada por un Juez de la República al fungir como director de un proceso. 

Es que no podemos olvidar que en las actuaciones procesales, en especial en materia penal, debe existir un equilibrio entre las partes, es el mismo Estatuto de Procedimiento Penal el que en su artículo 8º reza que: “En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persecución penal…”, dicho equilibrio encuentra una de sus formas de materialización a través de la asistencia en cada una de las etapas procesales, de un profesional del derecho idóneo y capacitado, pues no basta con ostentar el título de abogado, sino con demostrar ser un profesional calificado. 
De allí que sea obvio que el Funcionario Judicial, y en general los intervinientes habilitados en el proceso, se encuentren no solo con la facultad, sino con el deber de garantizar el respeto por el derecho a la defensa, la cual hace parte del cúmulo de garantías que hacen parte del debido proceso consagrado en el artículo 29 Superior: 
AL respecto ha dicho el Órgano de Cierre en Materia Penal que: 

“[…] el derecho a la asistencia letrada pretende evitar desequilibrios entre los contradictores que puedan generar como resultado la indefensión y, en consecuencia, desde la óptica adversarial, promueve que las partes en contienda se opongan mutuamente a las pretensiones sustentadas del contrario.

Finalmente, el derecho a la asistencia letrada debe tenerse como cercenado cuando la defensa ejercida en concreto se revela determinante de indefensión, puesto que su estatus fundamental impide reducirlo a la simple designación de un abogado que represente los intereses, si redunda en una manifiesta ausencia de asistencia efectiva.”

De igual modo, considera la Sala que en este caso no está acreditado el requisito de inmediatez, pues el actor, además de haberse cruzado de brazos en las etapas procesales oportunas, acude a la acción de amparo más de 6 meses después de la ocurrencia de los hechos, lo cual desvirtúa la urgencia y la necesidad de zanjar ese tipo de asuntos a través de este mecanismo expedito y en un término tan perentorio.     

Aunado a lo anterior, en el remoto caso de pensar que en este trámite se superó el test de procedibilidad, la Sala no encuentra la manera como pudieron violentarse los derechos del accionante por parte de los demandados, pues los registros de audiencia develan un trato respetuoso y sobre todo una insistencia en ponerle de presente al hoy accionante la importancia de conocer las ritualidades de las etapas procesales y los fines de cada una de las audiencias que en el devenir de la actuación se irían presentando. 

En ese orden de ideas, debe recordarse que para la procedencia de la acción de tutela, el menoscabo en los derechos debe apreciarse objetivamente, mas no partiendo de suposiciones subjetivas realizadas por quien acude a su reclamo. Es apenas obvio que lo sucedido en el caso del accionante hubiera podido tornarse en una situación incómoda, lo cual no le resta que haya sido necesaria para garantizar el respeto por los derechos fundamentales del procesado. 
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto para afirmar que la misma es improcedente, no sólo porque no se han vulnerado los derechos reclamados, sino también porque el accionante no agotó los mecanismos ordinarios de defensa que tuvo su alcance para controvertir aquellas decisiones judiciales con las cuales no estuvo de acuerdo y además consideró violatorias de sus garantías. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA en contra del JUZGADO QUINTO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS DE PEREIRA y QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, acorde con lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso, se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� SALA DE CASACIÓN PENAL, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, M. PONENTE : JOSÉ FRANCISCO ACUÑA VIZCAYA, SENTENCIA SP154-2017 DEL 18/01/2017
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